JSSíGB  Lili  A K MüH»S 

SBfiC£ie  ¥ t*fyAÍIHf< 


DICTAMEN 

DE  LA  COMISION  EXTRAORDINARIA 
DE  REFORMAS  A LA  CONSTITUCION 


Liií)i  o donado  por 
Jorge  Lujan  Muñoz  * 


Digitized  by  the  Internet  Archive 
in  2017  with  funding  from 
Universidad  Francisco  Marroquín 


https://archive.org/detSils/dictamendelacomiOOasguat 


J®IGE  LüJA«f  MüxIfS 

**••*••  y BfTiii© 


^^^samífíea  (Bonstitut^ente: 


La  Comisión  nombrada  para  dictaminar  sobre  los  artículos  de 
la  Constitución  declarados  reformables  por  el  Decreto  Legislativo 
N.”  1,082,  habiendo  dado  cima  a sus  tareas,  cumple  con  el  deber 
de  presentaros  el  informe  correspondiente. 

Para  llenar  mejor  su  cometido,  la  Comisión  se  dividió  en 
tres  subcomisiones,  encomendándose  a cada  una  el  estudio  de  cierto 
número  de  los  artículos  refoiunables ; y cuando  éstas  concluyeron 
sus  trabajos,  éstos  se  canjearon  entre  ellas,  a fin  de  que  cada  una 
se  impusiera  de  los  de  las  otras  y propusiese  las  enmiendas  que 
estimase  oportunas. 

Después  se  procedió  en  pleno  a la  discusión  de  todo  el  pro- 
yecto de  reformas,  con  las  enmiendas  propuestas:  discusión  a la 
que  se  invitó  a asistir  a los  demás  Representantes  y a los  de  la 
l)rensa,  habiendo  concurrido  varios  de  los  primeros,  y se  prolongó 
hasta  el  7 del  corriente ; celebrándose  a veces  dos  sesiones  diarias, 
con  duración  no  menor  de  tres  horas  cada  una. 

En  el  cumplimiento  de  su  encargo,  la  Comisión  que  subscribe 
no  ha  perdido  de  vista  ni  un  momento  los  importantes  motivos 
que  determinaron  la  reforma : y así  ha  procurado,  hasta  donde  es 
posible,  garantizar  mejor  los  derechos  individuales;  hacer  efectiva 
la  separación  e independencia  de  los  Poderes,  y dar  a las  Munici- 
palidades, sin  i3erjuicio  del  buen  funcionamiento  de  la  Adminis- 
tración, la  amplitud  de  facultades  compatible  con  nuestro  presente 
estado  social,  como  base  para  llegar  a una  mayor  autonomía. 

También  se  han  ampliado  las  atribuciones  del  Consejo  de 
Estado,  dándosele  la  intervención  que  se  ha  creído  conveniente 
en  negocios  públicos  de  reconocida  importancia  o trascendencia. 

Al  elaborar  este  i3royecto,  hemos  tenido  presentes  los  prin- 
cipios del  Derecho  Constitucional:  los  preceptos  correlativos  con- 
signados en  las  Constituciones  de  otros  países,  y,  particularmente, 
en  las  de  los  demás  de  la  América  Latina ; y,  sobre  todo,  nuestra 
especial  manera  de  ser,  atendidas  las  circunstancias  de  raza,  cos- 
tumbres, cultura  y antecedentes  históricos  y políticos,  a fin  de  que 
la  obra,  realizada  lleve  el  sello  peculiar  que  habrá  de  caracterizarla 
y se  adapte  a las  necesidades  del  pueblo  guatemalteco. 

Im]3rimir,  pues,  a nuestra  Constitución  el  genuino  sello  de  la 
libertad,  cerrando  las  salidas  que  la  del  79-  dejó  expeditas  a las 
extralimitaciones  del  Poder,  para  que  sea  el  verdadero  Código 
de  nuestros  derechos ; y llevar  a otros  organismos  del  Estado,  prin- 
cipalmente a los  Municipios,  de  que  originaria  y naturalmente  se 
forma  aquél,  el  aliento  de  la  transformación,  que  aconseja  la 
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ciencia  y reclama  el  espíritu  del  siglo ; tales  son  los  propósitos  que 
nos  animaron  y que  liemos  procurado  realizar  en  el  trabajo  que 
se  nos  encoméndara. 

La  Comisión  ha  llegado  a ponerse  de  acuerdo  en  la  totalidad 
de  los  puntos  sujetos  a su  estudio ; quedando,  si  acaso,  ligeras  dis- 
crepancias relativas  a la  forma  o extensión  de  algunos  preceptos ; 
las  que  habrán  de  desaparecer  o corregirse,  hasta  lograr  la  expre- 
sión apetecida,  en  los  debates  reglamentarios,  en  que  tome  parte 
toda  la  Asamblea. 

Consignados  estos  indispensables  antecedentes,  y manifes- 
tando que  estaremos  dispuestos  a rectificar  con  la  mejor  voluntad 
en  todo  aquello  que  se  demuestre  ser  más  justo,  más  patriótico 
o más  conveniente,  pasamos  a hacer  una  breve  exposición  de  las 
razones  que  hemos  tenido  al  formular  las  reformas  en  el  sentido 
l)roi)uesto,  y de  la  imi)ortancia  de  éstas ; para  presentar  en  seguida 
el  proyecto  de  las  disposiciones  revisadas,  tales  y como  se  someten 
a la  consideración  de  la  Asamblea. 

Muy  lejos  estamos  de  creer  que  nuestro  trabajo  sea  acabado; 
ni  el  corto  tiempo  de  que  hemos  podido  disponer,  comparado  con  su 
imi)ortancia,  ni  otros  inconvenientes,  lo  han  consentido ; i)ero  es  una 
base,  formada  con  el  mejor  deseo  y con  entera  buena  fe,  para  las 
discusiones  de  este  Alto  Cuerpo,  quien  con  su  ilustrado  criterio 
y reconocido  civismo  es  el  llamado  a perfeccionarlo,  realizando  el 
patriótico  ideal  de  reformar,  mejorándola,  la  Constitución  de  la 
Rei)ública. 

He  aquí  en  síntesis  las  reformas  introducidas  a que  nos 
hemos  referido: 

Artículo  8.“ — Sobre  la  Ciudadanía. 

Conforme  a las  doctrinas  del  Derecho  Constitucional,  que 
exige  como  condición  de  la  ciudadanía  la  capacidad,  manifestada 
]3or  la  circunstancia  de  saber  leer  y escribir  el  individuo,  la  Co- 
misión la  tomó  como  principal  característica  para  concederla  a 
los  guatemaltecos,  extendiéndola  a los  casados  mayores  de  diez 
y ocho  años  de  edad,  en  quienes  también  concurriese. 

Así  se  logrará  que  el  voto  sea  consciente  en  los  electores,  por 
la  presunción  favorable  que  constituye  el  requisito  de  la  instruc- 
ción ; e igual  circunstancia  habrá  de  concurrir  en  los  electos  para 
cargos  públicos,  que  no  sean  del  orden  municipal.  * 

Sin  embargo,  y atendiendo  a que  por  esa  exigencia  quedarían 
excluidos  de  la  ciudadanía  la  mayor  parte  de  los  guatemaltecos, 
y sin  perjuicio  de  que  la  instrucción  popular  cumpla  su  obra  civi- 
lizadora, aquélla  se  ha  extendido  a diferentes  categorías  de  j^er- 
sonas,  que  se  encuentran  en  determinadas  circunstancias,  que  por 
sí  mismas  importan  la  necesaria  aptitud  ciudadana,  en  defecto  de 
la  primera. 
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En  los  diferentes  incisos  de  este  artícnlo  se  enumeran  todos 
los  guatemaltecos  a quienes,  aún  sin  saber  leer  y escribir,  se  con- 
sidera ciudadanos. 

Sobre  otorgar  el  voto  a la  mujer,  se  dividieron  los  pareceres 
en  la  Comisión,  habiéndose  resuelto  al  fín  no  admitirlo  por  una 
mayoría  de  ocho  contra  siete. 

Posible  es  que  por  tal  circunstancia  esta  interesante  cuestión 
vuelva  a proponerse,  y se  debata  en  el  seno  de  la  Asamblea.  En 
esa  oportunidad  se  harán  valer  las  razones  cpie  militan  en  pro 
y en  contra  para  introducir  esa  innovación  en  nuestra  Ley 
Constitutiva. 

Artículo  11. — Limitación,  Suspensión,  Pérdida  y Recobro 
de  la  Ciudadanía. 

El  artículo  11  de  la  Constitución  vigente  refiere  a la  ley,  sin 
determinarlos,  los  casos  en  que  se  suspende,  se  pierde  y se  recobra 
la  ciudadanía. 

No  conviniendo  que  esta  importante  materia  quede  indeter- 
minada, la  Comisión  consigna  todos  los  actos  por  los  que  el 
ejercicio  de  aquella  se  modifica  de  alguna  manera. 

El  proyecto  abraza,  además  de  los  casos  de  pérdida,  suspensión 
y recobro  de  tal  calidad,  los  de  limitación;  refiriéndose  en  todos 
a la  ley  positiva,  reguladora  de  la  vida  ciudadana,  o a la  existencia 
de  causas  determinantes  de  la  pérdida  o sus])ensión  de  los  derechos 
jmlíticos  del  individuo. 

De  esta  suerte,  nada  queda  en  esta  materia  sujeto  a las  con- 
tingencias del  azar  ni  a la  voluntad  o capricho  de  los  funcionarios 
resi^ectivos. 

Artículo  20. — Sobre  Libertad  de  Industrias. 

En  su  desarrollo  ilimitado,  la  industria  toma  múltiples  formas 
y se  extiende  a toda  clase  de  cosas. 

Pero  si  ella  es  digna  de  la  mayor  atención  como  fuente  de 
riqueza  y como  medio  para  atender  a las  varias  exigencias  y como- 
didades de  la  vida,  también  debe  tenerse  en  cuenta  que  en  su 
actividad  a veces  poderosa  y otras  absorbente,  puede  llegar  a 
afectar  el  oiAf*!!  público  o los  intereses  generales,  con  los  que  tiene 
íntimas  relaciones  y frecuentísimos  contactos. 

De  aquí  la  necesidad,  ora  de  favorecerla,  ora  de  limitarla,  ora 
de  establecer  determinadas  prohibiciones. 

En  esta  materia  puede  llegarse  y se  ha  llegado  en  ocasiones 
al  abuso,  ya  en  perjuicio  de  la  misma  industria,  ya  en  el  de  esos 
intereses  comunes,  cuya  salvaguardia  se  halla  encomendada  al 
Poder  Ejecutivo. 
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Ue  aquí  la  amplitud  que  en  el  proyecto  se  da  a las  disposi- 
ciones relativas  a la  industria,  determinando  claramente  todo  lo 
relativo  a i)rivilegios  y concesiones,  estableciendo  las  prohibiciones 
y creando  los  controles  y restricciones  convenientes. 

Sobre  tales  bases,  la  industria  podrá  desarrollarse  libremente 
en  el  i)aís ; éste  jjodrá  ofrecer  sus  veneros  inagotables  a la  actividad 
de  todos ; pero  se  habrán  tomado  las  ¡precauciones  necesarias  para 
evitar  los  monopolios  y para  que  la  explotación  no  se  convierta 
en  nuestro  daño. 

En  todo  lo  que  es  de  la  incumbencia  exclusiva  del  Estado  o de 
interés  vital  para  la  Nación,  hay  un  límite  que  nunca  se  podrá 
traspasar,  porque  la  Constitución  de  la  República  lo  prohíbe. 

Artículo  26. — Sobre  Libertad  del  Pensamiento. 

No  se  ha  alterado  en  nada  el  principio  constitucional  vigente. 

En  consecuencia,  sigue  en  pie  y en  toda  su  amplitud  esta  pre- 
ciosa garantía. 

Lo  único  que  suscitó  serias  discusiones  fué  la  extensión 
que  debe  darse  a la  Ley  reglamentaria  de  este  importantísimo 
derecho. 

Se  quería  por  algunos  que  todos  los  hechos  punibles  cometi- 
por  medio  de  la  imprenta,  fuesen  sometidos  a la  decisión  del 
Jurado. 

Otros,  atendiendo  a la  suma  gravedad  de  varios  de  esos  deli- 
tos y a conocidas  deficiencias  imputadas  al  Jurado,  optaron  por 
reservar  a éste  los  delitos  comunes  de  imprenta  y atribuir  a los 
tribunales  respectivos  el  conocimiento  de  aquellos  otros  en  que 
estén  de  por  medio  los  altos  intereses  de  la  Patria. 

Esta  última  opinión  prevaleció  en  el  seno  de  la  Comisión. 
Sobre  ella  descansa  la  Ley  constitutiva  anexa;  habiéndose  dejado 
pendientes,  para  discutirlos  en  la  Asamblea,  algunos  puntos  y de- 
talles relacionados  con  dicha  Ley. 

Artículo  30. — Sobre  Libertad  Personal. 

El  artículo  30  de  la  Constitución  consigna  el  principio  de  que 
“ninguno  puede  ser  detenido  o preso,  sino  por  causa  de  delito  o 
falta,”  dejando  a la  ley  “la  determinación  de  los  casos  y las  for- 
malidades para  proceder  a la  detención  o arresto.” 

Es  decir,  que  el  precepto  constitucional  podría  menoscabarse 
y aún  ser  anulado,  aumentando  calculadamente  los  motivos  de 
aprehensión  o arresto,  y rompiendo  o allanando  las  ritualidades 
procesivas  para  restringir  la  libertad  del  ciudadano. 

Elinfinando  tan  grave  riesgo  y allegando  a tan  primordial 
derecho  la  eficaz  garantía  que  le  corresponde,  la  Comisión  ha  pre- 
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cisaclo  en  el  artículo  que  se  propone  los  únicos  casos  en  que  pro- 
cede la  detención  o captura  de  una  persona,  así  como  la  sola 
autoridad  competente  para  dictar  la  orden  respectiva,  que  es  la 
judicial. 

La  sola  excepción  que  se  reconoce,  pero  que  está  justificada 
por  sí  misma,  es  cuando  se  trata  de  reos  cogidos  in  f raganti  delito. 

Artículo  34. — Sobre  el  Derecho  de  Habeas  Corpus. 

Este  importantísimo  derecho,  que  es  el  complemento  del  re- 
conocido en  el  artículo  anterior,  y establece  la  manera  de  reaccio- 
nar contra  cualquier  abuso  dirigido  contra  la  libertad  personal, 
ha  estado  consagrado  en  la  Constitución;  pero  muchas  veces  y de 
hecho  se  vió  desconocido  y abrogado,  naciendo  de  esta  dolorosa 
experiencia  la  necesidad  de  atender  a su  afianzamiento,  a fin  de 
que  en  lo  futuro  se  vea  libre,  hasta  donde  alcance  la  humana 
previsión,  de  nuevas  violaciones  y asechanzas. 

Tal  es  el  propósito  que  se  ha  tenido  en  mira  al  formular  la 
ley  constitutiva  complementaria;  la  que  se  denominará  de  Am- 
paro, y que,  además  de  la  exhibición  personal,  para  rescatar  de  la 
prisión  al  individuo  indebidamente  secuestrado,  comprenderá  la 
protección  de  los  bienes,  para  defenderlos  de  injustas  exacciones 
o de  actos  ilegales,  cuando  no  estén  directa  y especialmente  pro- 
tegidos por  otros  preceptos  del  derecho. 

Esta  ley  Complementaria  tendrá  también  el  carácter  de 
constitutiva. 

Artículo  36. — Sobre  la  Inviolabilidad  de  la  Defensa  en  Juicio. 

En  el  ])royecto  se  reitera  la  garantía  constitucional  de  que 
“es  inviolable  en  juicio  la  defensa  de  la  persona  y de  los  dere- 
chos” y de  que  “ninguno  podrá  ser  juzgado  por  tribunales  es- 
])eciales.” 

Esta  garantía  se  ha  creído  conveniente  extenderla  y se  ha 
extendido  a la  protección  a la  persona  contra  la  arbitrariedad  del 
juzgador,  o de  los  aprehensores  y carceleros,  prohibiendo,  bajo 
"la  responsabilidad  correspondiente,  la  imposición  de  penas  inusi- 
tadas o infanu^ntes  y toda  clase  de  vejámenes  y maltratos. 

No  basta  con  exigir  la  legitimidad  y procedencia  de  la  de- 
tención o encarcelamiento  que  se  decrete:  es  indispensable  que 
el  detenido  o reo  esté  seguro  también  de  que  no  será  ya,  bajo 
la  protección  de  la  ley,  la  víctima  inerme  de  crueles  venganzas 
ni  de  bárbaros  procedimientos,  borrados  si  de  los  códigos,  pero 
que  extrañas  y criminales  aberraciones  habían  hecho  perdurar  en 
nuestro  suelo. 
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Nuestras  leyes  son  liiuiianitarias,  y deber  es  del  legislador 
cuidar  einpeuosainente  porque  en  la  práctica  no  se  reincida,  y 
particularmente  con  los  presos,  en  actos  arbitrarios  y vejatorios, 
que  desdicen  de  nuestro  propio  carácter  y cultura. 

La  reforma  en  el  artículo  citado,  aparejará  por  fuerza,  la  de 
la  legislación  penal  en  la  parte  correspondiente. 

Artículo  37. — Sobre  Inviolabilidad  de  la  Correspondencia. 

Se  precisa  en  el  proyecto  el  texto  de  este  artículo,  expre^ 
sáiidose  en  él  que  la  correspondencia,  papeles  y libros  privados 
de  una  persona,  solo  2)odrán  ocuparse  a virtud  de  auto  de 
juez  comjjetente,  dado  con  las  formalidades  de  ley;  sustituyendo 
esta  forma  concreta  y terminante  a la  vaga  y general  de  “en  los 
casos  y con  las  formalidades  que  la  ley  exige,”  contenida  en  la 
Constitución. 

Se  afianza  también  este  derecho,  en  lo  que  respecta  a la  sus- 
tracción de  la  corresi3ondencia  jJarticular,  hecho  ilícito  y rei3ro- 
bable,  con  la  sanción,  que  es  su  lógica  consecuencia,  de  negar  todo 
valor  en  juicio  a la  corresiiondencia  o pajjeles  substraídos. 

Igualmente,  habrá  de  comj)letarse  sobre  el  particular  la  le- 
gislación })enal  existente,  estableciendo  las  penas  que  corresi^on- 
da  contra  las  infracciones  que  en  este  orden  se  cometan. 

Artículo  39. — Sobre  Suspensión  de  las  Garantías  Individuales. 

Acto  tan  trascendental,  como  es  el  que  suspende  en  toda  la 
República  o en  parte  de  ella,  el  ejercicio  de  los  derechos  de  los 
ciudadanos,  no  puede  autorizarse  sino  en  los  dos  graves  casos  que 
en  este  artículo  se  comnrenden;  pero  como,  además,  es  necesario 
persuadirse  de  la  efectividad  del  motivo  y de  que  la  susjoensión 
no  se  ha  de  extender  más  allá  de  los  límites  racionales  que  la  jus- 
tifican, la  Comisión  propone  limitaciones  y requisitos  que,  en  lo 
l)osible,  alejen  o imi^idan  el  abuso. 

Esas  limitaciones  y requisitos  son  los  que  se  ex]3resan  en  el 
artículo  reformado. 

/ 

Artículo  50. — Incompatibilidades  para  el  Ejercicio  de  la 

Diputación.  • 

Constan  en  el  artículo  49  las  “calidades”  que  se  requieren 
IDara  ser  electo  diputado. 

El  artículo  50  determina  las  circunstancias  que  motivan  in-, 
compatibilidad  para  el  desempeño  de  ese  cargo. 

Tales  circunstancias  son  contadas,  de  acuerdo  con  la  Cons- 
titución vigente. 
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Conforme  a ella,  pueden  ser  representantes  la  gran  mayoría 
de  los  empleados  de  los  otros  Poderes,  nulificándose  así,  de  hecho, 
el  principio  constitucional  de  la  independencia  de  éstos;  ya  que 
ésta^  se  vuelve  ilusoria  si  el  Poder  Legislativo  se  compone,  como 
había  venido  sucediendo,  de  toda  clase  de  elementos  de  la  Ad- 
ministración. 

Rompiendo  de  una  vez  con  los  prejuicios  y dando  un  paso 
firme  en  la  realización  de  la  independencia  de  los  Poderes  Públi- 
cos, que  ha  de  redundar  en  sn  libre,  armónico  y efectivo  fnncio- 
namiento,  la  Comisión  que  subscribe  propone  que  no  puedan  ser 
electos  diputados  los  funcionarios  y empleados  de  los  otros  Po- 
deres, con  la  sola  excepción,  que  se  estimó  bien  justificada,  del 
Rector  de  la  Universidad,  e individuos  de  las  Juntas  Directivas 
y Profesores  de  las  Facultades,  que  no  tuvieren  otro  empleo 
público. 

Las  demás  prohibiciones  y preceptos  contenidos  en  el  mismo 
artículo,  conducen  al  propio  fin:  asegurar  la  independencia  de  la 
Asamblea  y eliminar  infin  jos  particulares  u oficiales  que  pudieran 
perjudicar  la  libertad  en  la  elección  de  diputados. 

Sobre  esta  reforma  descansará  en  lo  de  adelante  la  vida  au- 
tónoma del  Poder  Legislativo. 

Artículos  52  y 54. — Atribuciones  del  Poder  Legislativo. 

Se  amplían  las  atribuciones  de  la  Asamblea  sobre  varios  e 
importantes  puntos,  ora  en  atención  a la  conveniencia  pública,  ya 
por  tratarse  de  negocios  de  la  exclusiva  competencia  de  aquélla. 

Citaremos,  entre  las  primeras,  la  facultad  de  nombrar  a los 
IMagistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  por  los  inconvenientes 
]jrácticos  que  hay  para  que  sigan  siéndolo  por  elección  popular 
directa,  y la  de  conferir  despachos  y grados  militares,  desde  el 
de  Coronel,  inclusive;  y,  entre  las  segundas,  exijir,  como  necesa- 
ria para  sn  validez,  la  aprobación  de  la  Asamblea  en  toda  clase 
de  contratos  que  celebre  o concesiones  que  haga  el  Ejecutivo;  nom- 
brar comisiones  para  los  proyectos  de  leyes  que  por  su  extensión 
ella  no  pudiere  llevar  a cabo;  y fijar  anualmente  el  pie  de  la 
fuerza  armada  en  tiempo  de  paz. 

Por  otrí^  parte,  se  la  impide  delegar  en  el  Ejecutivo  la  po- 
testad legislativa,  sino  es  en  los  casos  urgentes  y graves  que  se 
enumeran;  y se  ponen  otras  varias  restricciones  encaminadas, 
unas  a salvagnardiar  los  bienes  e intereses  nacionales,  y otras  a 
defender  de  extraños  contagios — vengan  de  donde  vinieren — 
nuestras  instituciones  y costumbres  democráticas. 

El  Ministerio  Público  no  ha  estado  entre  nosotros  encar- 
nado en  un  funcionario  especial  y debidamente  autorizado  para 
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cuidar  por  el  cumpliiiiieiito  de  la  ley  eii  toda  la  República,  como 
existe  eii  otros  países  y se  hace  indispensable. 

Hoy  se  crea  por  la  Constitución;  correspondiendo  su  nombra- 
miento a la  Asamblea,  pero  quedando  enteramente,  como  tiene 
que  ser,  bajo  la  exclusiva  dependencia  del  Poder  Ejecutivo. 

En  liso  de  las  facultades  que  se  le  asignan,  la  Asamblea  po- 
drá cumplir  sus  propios  y elevados  fines;  bien  en  la  función  le- 
gislativa, de  acuerdo  con  las  tendencias  y necesidades  públicas; 
bien  en  la  de  ejercer  el  debido  control  sobre  aquellos  actos  del 
Ejecutivo,  en  que  la  ley  lo  establece  así,  por  razones  de  interés 
común  o liara  mantener  el  indispensable  equilibrio  entre  los  Po- 
deres, dada  la  natural  limitación  de  éstos  j la  índole  de  nuestras 
instituciones  repulilicanas. 

Artículo  66. — Sobre  Duración  del  Período  Presidencial. 

La  Comisión  estuvo  unánime  en  reducir  a cuatro  años  el 
período  presidencial  y prohibir  la  reelección,  en  los  términos  que 
constan  en  este  artículo. 

Artículo  69. — Sobre  el  Número,  Calidades  y Obligaciones 
de  los  Designados. 

Estimando  que  en  circunstancias  extraordinarias,  como  la 
de  una  epidemia  u otra  calamidad  pública,  podría  ser  corto  el  nú- 
mero de  los  Designados  y que  su  falta  absoluta  en  tales  casos 
podría  ocasionar  graves  males  y trastornos,  y más  si  también  lle- 
gare a faltar  el  Presidente;  se  ha  anmentado  a tres  el  número  de 
aquéllos,  y,  en  previsión*  de  que  todos  éstos  faltaren  también,  se 
ha  dispuesto  que  en  cuarto  lugar  entre  a ejercer  el  Poder  el 
Presidente  de  la  Asamblea. 

Para  ser  electo  Designado  se  requieren  las  mismas  calida- 
des que  para  ser  Presidente ; y para  impedir  que  se  forme  un  Go- 
bierno de  familia,  se  previene  que  ni  el  Designado  con  el  Presi- 
dente ni  los  Designados  entre  sí  imedan  ser  parientes  dentro 
de  los  grados  de  la  ley,  que  se  determinan. 

En  este  mismo  artículo  se  prescribe  la  conducta  que  el  De- 
signado en  ejercicio  de  la  Presidencia  debe  seguir  en  los  diferen- 
tes casos  que  ocurran;  o sea,  en  el  de  falta  absoluta  (fe  Presidente; 
en  el  de  falta  temporal  y en  el  de  ausencia  o enfermedad;  pre- 
viéndose también,  para  evitar  el  conflicto  consiguiente,  los  casos 
de  fuerza  mayor  y de  trastorno  grave  del  orden  público,  que  im- 
pidieran la  elección  del  Primer  Magistrado  en  el  término  que 
al  efecto  se  señala. 

Se  prohíbe  también  que  el  Designado  en  ejercicio  del  mando 
ni  ninguno  de  sus  próximos  deudos,  pueda  ser  electo  Presidente. 
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Artículo  77. — Deberes  y Atribuciones  del  Poder  Ejecutivo. 

En  general,  quedan  al  Poder  Ejecutivo  los  deberes  y atribu- 
ciones que  este  artículo  le  asigna  ; con  excepción  de  las  que  tenía 
con  respecto  al  Poder  Judicial,  facultades  que  se  suprimen  a fin 
de  hacer  efectiva  la  independencia  de  éste,  sin  dejarle  al  Ejecu- 
tivo otra  a este  res^jecto  que  la  de  poner  en  su  conocimiento  las 
faltas  o vacíos  que  notare  en  la  administración  de  justicia,  para 
que  el  mismo  P oder  J udicial  procure  el  remedio  conveniente. 

Se  suprime,  pues,  la  vigilancia  que  el  Ejecutivo  ha  tenido 
sobre  dicho  Poder  y la  facultad  de  nombrar  los  jueces  de  primera 
Instancia,  que  aquel  hacía,  la  que  por  otra  disposición  se  tras- 
fiere  a la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Se  i)rocnra  también,  empleando  en  su  caso  el  apremio  co- 
rres])ondiente,  que  el  propio  Ejecutivo  cumpla  con  la  obligación 
que  le  inq^one  el  inciso  8.”  de  este  artículo;  y otras  de  sus  facul- 
tades se  definen  o condicionan  de  manera  que  en  su  ejercicio  se 
atienda  siempre  a la  conveniencia  pública  y al  pro  común,  fin 
que  se  persigue. 

Sin  quitar  ni  impedir  al  Poder  Ejecutivo  ninguna  de  las 
facultades  y atribuciones  que  le  son  propias  para  el  cumplimiento 
de  su  encargo,  y sin  ponerle  trabas  ni  cortapisas  indebidas,  cree- 
mos que  las  modificaciones  hechas  en  este  artículo,  x^uestas  en  re- 
lación con  las  contenidas  en  los  52,  54  y 93,  conducen  al  objeto, 
Ijor  todos  deseado,  de  llevarnos  a la  práctica  y efectiva  indepen- 
dencia de  los  Poderes. 

Artículos  79,  80  y 83. — Sobre  el  Consejo  de  Estado. 

Por  estos  artículos,  como  se  dijo  al  principio,  se  amplían  las 
atribuciones  del  Consejo  de  Estado  a todos  los  casos  en  que  su 
intervención  o consulta  se  conceptúan  necesarias. 

Entre  las  nuevas  funciones  que  se  le  confieren  está  la  de  tri- 
bunal de  primera  instancia  de  lo  contencioso  administrativo,  con 
lo  que  se  llena  la  notable  laguna  que  se  observa  en  el  organismo  ju- 
dicial y administrativo  y en  nuestros  Códigos  de  Procedimientos, 
cuando  se  trata  de  reclamos  o demandas  que  los  particulares  hacen 
al  Poder  Ejecutivo. 

• También  se  dá  otra  organización  al  Consejo  de  Estado,  au- 
mentando el  número  de  sus  miembros  con  el  de  cinco  sux)lentes 
y asignándole  por  Presidente  nato  al  del  Poder  Judicial,  a quien 
por  esta  disposición  se  da  entrada  en  dicho  consejo. 

Los  referidos  artículos  se  completan  con  los  números  81  y 82 
que  se  refieren  a la  x3rox)ia  materia. 
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Artículo  93. — Sobre  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial. 

Este  artículo  se  reforma  en  el  sentido  de  hacer  constitutiva 
la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial. 

Á1  efecto,  se  ha  hecho  el  estudio  del  caso  y el  proyecto  res- 
pectivo se  presentará  por  separado. 

Dicha  ley  fíjará  la  nueva  forma  del  Poder  Judicial,  la  que 
por  su  naturaleza  no  podrá  ser  alterada,  sino  en  el  caso  de  que 
lo  fuere  la  Constitución,  de  la  que  será  parte  integrante. 

Por  las  reformas  que  sufren  los  artículos  52  y 54  de  la  Ley 
Constitutiva,  el  Poder  Judicial  queda  emancipado  en  lo  absoluto 
del  Ejecutivo,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  3.”  de 
la  misma  Ley,  como  lo  exigía  la  conveniencia  pública  para  el  pres- 
tigio de  aquél  y para  el  cunq^limiento  del  alto  ministerio  que  se  le 
ha  encomendado. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  nombrará  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  y la  Asamblea  los  magistrados  de  la  misma  Corte 
Suprema  y los  de  las  Salas  de  Apelaciones ; con  lo  que  indudable- 
mente ganará  la  administración  de  justicia  y se  fortalecerán  los 
vínculos,  indisj^ensables  para  su  buen  funcionamiento,  de  su  pro- 
pia jerarquía. 

La  Ley  anexa  del  Poder  Judicial  establecerá  todo  lo  concer- 
niente a fines,  organización,  división  y funcionamiento  del  mis- 
mo, y de  las  varias  dependencias  que  están  a su  cargo. 

Artículo  96,  97  y 98. — Sobre  Autonomía  de  las  Municipalidades. 

Pesaron,  y mucho,  en  el  ánimo  de  la  Comisión  las  peticiones 
de  los  pueblos  a la  Asamblea,  sobre  que  se  otorgue  autonomía  a 
las  Municipalidades. 

Esta  cuestión  ofrece  muchos  y variados  aspectos,  y su  acer- 
tada resolución  es  a la  verdad  un  problema  difícil. 

No  siendo  posible  aquí  relatar  todas  las  consideraciones  y 
argumentos  que  se  aportaron  al  debate,  sólo  trataremos  de  los  prin- 
cipales, así  como  de  las  conclusiones  a que  se  llegara. 

Sentóse  como  base  fundamental  que  los  municipios  son  parte 
integrante  e inseparable  de  la  Nación,  por  lo  que  nunca  la  auto- 
nomía de  la  Municipalidad  puede  ni  debe  entenderse  como  auto- 
nomía del  Municipio.  • 

Se  consideró  que  en  el  vasto  y complejo  organismo  del  Estadp, 
las  Municipalidades  realizan  a la  vez  dos  funciones  distintas  y 
diferentes:  una,  como  legítimas  representantes  y curadoras  de 
los  intereses  y asuntos  locales,  y otra  como  órganos  subalternos, 
de  ejecución  e información,  del  Poder  Central,  absolutamente  nece- 
sarios para  el  buen  funcionamiento  de  éste  y para  su  integridad 
como  entidad  administrativa. 
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Se  tomaron  en  cuenta : la  situación  actual,  de  cultura  j demás 
circunstancias,  de  la  gran  mayoría  de  nuestras  poblaciones  y su 
falta  de  educación  política  y de  experiencia  en  el  manejo  de  sus 
negocios,  por  la  estreclia  y acuciosa  tutela  a que  lian  estado  some- 
tidas ; así  como  su  ardiente  anlielo  por  conseguir  una  mayor  liber- 
tad de  acción  y eximirse  de  la  pesada  supremacía  que  sobre  los 
Ayuntamientos  se  lian  arogado  los  Jefes  Políticos,  en  perjuicio 
del  progreso  y fueros  de  los  pueblos. 

Se  apreciaron  también  los  riesgos  a que  las  Corporaciones 
Municipales,  jior  innata  sencillez  o inculpable  inexperiencia,  esta- 
rían sujetas,  para  concederles  desde  luego  la  facultad  de  contratar 
y de  disponer  libremente  de  sus  bienes;  y se  dejó  esta  materia 
para  reglamentarla  según  las  circunstancias. 

Se  calculó,  en  fín,  el  posible  ]i regreso  y mejora  evolutiva  de 
los  pueblos,  ])ara  poder  aumentar  en  proporción  ascendente  la 
suma  de  facultades  que  ahora  se  les  conceden. 

Sobre  estos  lineamientos  generales  descansa  la  nueva  forma 
que  en  la  Constitución  se  dá  a las  Municipalidades ; y los  motivos 
ex])uestos  determinan  la  órbita  de  acción  que  por  ahora  se  les  traza : 
órbita  que  ])aulatinamente  podrá  extenderse  a mayores  facultades 
y actos,  hasta  llegar  al  máximum  posible,  de  lo  que,  según  el  con- 
cepto jurídico  y científico,  constituye  la  autonomía  de  que  se  trata. 

Así,  tras  la  declaración  de  lo  que  es  el  Municipio  frente  al 
Estado,  se  define  con  precisión:  cuáles  son  las  funciones  que  las 
Munici])alidades  puedefl  llenar  libremente : cuáles  aquellas  en  que 
tienen  facultades  restringidas;  cuáles  las  que  se  les  prohíben  y 
cuáles,  finalmente,  las  que  deberán  cumplir  como  órganos  subal- 
ternos del  Poder  administrativo. 

Para  garantizar  su  libertad  de  acción  en  sus  asuntos  propios 
se  declara  que  los  Alcaldes  primeros  j^residirán  siempre  los  actos 
de  las  Municipalidades. 

Las  calidades  ]3ara  ser  elector  o electo  para  las  funciones  Mu- 
nicipales, se  amplían  mucho  en  relación  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  8.°  de  la  Constitueión. 

Una  ley  «complementaria  reglamentará  conforme  a estas  bases, 
todo  lo  referente  a tan  importante  materia. 

Artículo  99,  100,  102,  y 103.— Disposiciones  Transitorias. 

Se  dictan  las  convenientes  para  implantar  las  nuevas  reformas 
y para  establecer  la  manera  cómo  en  lo  sucesivo  podrá  verificarse 
ia  modificación  de  la  ley  fundamental. 
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Acompañamos  al  presente  informe  el  Proyecto  de  Reformas 
a la  Constitución  de  la  República,  al  cual  nos  liemos  referido. 

Protestamos  a la  Asamblea  nuestra  consideración  muy  dis- 
tinguida y respetuosa. 


Guatemala,  10  de  Enero  de  1921. 


Jorge  Morales  U.,  Marcial  García  Salas,  Alberto  Meneos, 
Francisco  Fajardo,  Pastor  Guerrero,  Filiberto  Escobar,  Juan  de 
Dios  Castillo,  Alberto  de  León,  Gregorio  Cardosa,  José  Barillas 
Fajardo,  Juan  J.  Pellecer,  Federico  Arias,  José  A.  Quiñónez, 
Salvador  Guerra  V.,  Enrique  Boeanegra.  ’ 


PROYECTO  DE  REFORMAS  A LA  CONSTITUCION 


Artículo  8." — Son  ciudadanos  los  guatemaltecos  varones,  que 
a coutiiiuacióii  se  expresan: 

Inciso  l.“ — Los  mayores  de  veintiún  años. 

a)  si  saben  leer  y escribir; 

b)  o son  propietarios  de  bienes  inmuebles  sujetos  a contri- 
bución periódica  físcal; 

c)  o tienen  capital  de  otra  especie  por  el  cual  paguen  con- 
tribución periódica  a k Hacienda  Pública; 

d)  o son  propietarios  o jefes  de  fábrica  o taller; 

e)  o forman  parte  de  una  corporación  municipal. 

Inciso  2.° — Los  ma^^ores  dv  diez  y ocho  años; 

a)  que  tengan  grado  o título  literario  o cientíñco  legalmen- 
te expedido  o reconocido; 

b)  o que  sepan  leer  y escribir  si  pertenecieren  al  Ejército 
o estuvieren  emancipados  o habilitados  de  edad. 

Artículo  11. — La  calidad  de  ciudadano  se  limita,  se  suspende, 
se  pierde  y se  recobra  con  arreglo  a las  siguientes  prescripciones : 

Se  limita: 

Por  estar  prestando  servicio  activo  en  el  Ejército,  en  la  Po- 
licía o en  el  Resguardo  de  Hacienda.  En  tales  casos  no  se  puede 
ser  elector  pero  sí  elegido. 

Se  suspende: 

Inciso  L° — Por  auto  de  prisión  provisional  si  fuere  dictado 
en  caso  de  delito  in  f raganti. 

Inciso  2° — Por  sentencia  ñrme  que  condena  a pena  que  lle- 
ve como  accesoria  la  de  pérdida  de  los  derechos  políticos. 

Inciso  3.“ — Por  interdicción  judicial. 

• 

Se  pierde: 

Inciso  l.° — Por  naturalización  en  país  extranjero. 

Inciso  2° — Por  aceptar  condecoraciones  o títulos  de  gobier- 
nos de  naciones  extranjeras  salvo  que  esas  distinciones,  según  su 
creación  tengan  por  exclusivo  objeto  premiar  obras  filantrópicas 
o científicas  o trabajos  literarios. 
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Inciso  3.° — Por  desempeñar  en  territorio  nacional  empleo  de 
lina  nación  extranjera  no  centro-americana.  Quedan  exceptua- 
dos los  empleos,  no  relacionados  con  la  milicia,  que  exijan  cono- 
cimientos profesionales  o técnicos. 

Se  recobra: 

Inciso  P" — Por  cesación  del  servicio  en  la  fuerza  pública. 

Inciso  2.°— Por  auto  de  libertad  que  revoque  el  de  prisión 
provisional. 

Inciso  3.° — Por  sobreseimiento  del  j^roceso  del  cual  dimanó  la 
suspensión. 

Inciso  4." — Por  cumplimiento  de  la  pena  impuesta  en  sen- 
tencia. 

Inciso  5.” — Por  amnistía. 

Inciso  6.° — Renunciando  ante  el  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores la  nacionalidad  extranjera  adquirida  por  naturalización 
o por  haber  desempeñado  un  empleo  de  nación  extranjera. 

Artículo  20. — La  industria  es  libre.  A ninguno  se  inpedi- 
rá que  se  dedique  a la  industria,  comercio  o trabajo  que  le  plazca. 
Quedan  prohibidos  los  monopolios,  privilegios,  restricciones  y 
concesiones  aún  a título  de  protección  a la  industria.  Estas  re- 
glas solo  tienen  las  siguientes  excepciones  o limitaciones: 

Inciso  l.° — Las  profesiones  que  requieran  título  no  podrán 
ejercerse  sin  antes  obtenerlo  y llenar  las  demás  formalidades 
que  la  ley  exija. 

Inciso  2.° — La  propiedad  artística  y la  literaria  son  per- 
¡íetiias. 

Inciso  3.° — Al  inventor  o al  perfeccionador  de  un  invento  se 
podrán  otorgar  privilegios  y concesiones  por  tiempo  determinado 
que  no  excederá  de  quince  años. 

Inciso  4.° — A los  que  introduzcan  industrias  nuevas  en  la 
República  se  les  podrá  otorgar  concesiones  hasta  por  diez  años  im- 
prorrogables; pero  tales  concesiones  no  tendrán  el  carácter  de 
prohibitivas  de  industrias  iguales  o semejantes. 

Inciso  5.° — El  Estado  se  reserva  las  atribuciones  relativas 
a correos,  telégrafos,  radio-telegrafía,  navegación  aérea,  acuña- 
ción de  moneda  y emisión  de  moneda  ñduciaria  o biltetes  de  banco. 
Estas  atribuciones  no  podrá  delegarlas  el  Ejecutivo;  pero  sí  po- 
drá, celebrar  contratos  o conceder  autorizaciones  para  casos  parti- 
culares, que  serán  siempre  sometidos  a la  previa  aprobación,  de  la 
Asamblea  Legislativa. 

Inciso  6.° — El  Ejecutivo  podrá  estancar  los  explosivos — y 
aparatos  para  hacerlos  estallar,  materiales  de  guerra,  cartuchos 
para  armas  nacionales  y la  pólvora. 
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Inciso  7.” — Corresponde  a la  Nación  y no  es  enajenable,  el 
derecho  de  propiedad  de  todas  las  sustancias  inorgánicas  y de 
las  procedentes  de  la  transformación  de  las  orgánicas,  distintas 
de  los  componentes  ordinarios  del  terreno  mientras  se  encuentran 
en  el  subsuelo,  en  cualquier  forma,  disposición  y profundidad. 

Se  exceptúan  de  estas  disposiciones,  las  aguas,  las  piedras 
calizas,  las  de  construcción,  las  arcillas  y arenas,  el  salitre,  el 
azufre,  el  cloruro  de  sodio,  fosfatos  para  abonos  y nitratos  de 
soda  que  pertenecen  al  dueño  del  suelo. 

Inciso  8.° — El  Ejecutivo  podrá  celebrar  contratos  con  los 
particulares,  y con  entidades  jurídicas  sujetas  a las  leyes  del  país, 
para  la  explotación  de  las  sustancias  minerales  de  su  propiedad, 
por  un  tiempo  limitado  que  no  pasará  de  cincuenta  años  y siempre 
sujeto  a la  extensión  que  determina  la  le}^ 

Inciso  9." — Por  ningún  motivo  podrán  otorgarse  derechos  a 
los  extranjeros,  ni  sustituirse  en  ellos  a los  nacionales  aún  en  las 
acciones  de  las  sociedades  anónimas  o comanditarias  en  una  faja 
de  diez  kilómetros  de  ancho  a lo  largo  de  la  frontera  y de  cinco 
kilómetros  a lo  largo  de  las  playas. 

Inciso  10.° — Fuera  de  los  casos  previstos  en  los  anteriores,  la 
libertad  de  industria  solo  podrá  ser  limitada,  suspendida  o vedada 
por  disposición  gubernativa  cuando  lo  exijan  la  salud  pública  o 
los  intereses  sociales  o los  derechos  de  la  humanidad. 

Artículo  26.— Es  libre  la  emisión  del  pensamiento,  por  la  pa- 
labra, por  escrito  y también  por  la  prensa  sin  previa  censura. 

Una  ley  constitutiva  anexa  reglamentará  esta  garantía. 

Artícuio  30.— Nadie  puede  ser  perturbado  en  sus  derechos, 
ni  molestado  en  su  persona,  familia,  domicilio,  papeles  o posesio- 
nes, sino  en  virtud  de  mandato  escrito  de  autoridad  competente 
que  funde  y motive  la  causa  legal  del  procedimiento. 

Solo  la  autoridad  judicial  podrá  librar  órdenes  de  aprehen- 
sión o detención  de  una  persona  por  un  hecho  determinado  que 
constituya  delito  o falta  y previa  denuncia  o querella  de  persona 
conocida  digna  de  fe  que  preste  garantía  o una  breve  informa- 
ción. Se  exceptúan  los  casos  de  delito  in  fraganti,  en  que  cualquie- 
ra del  pueblo  juiede  aprehender  el  delincuente  y a sus  cómplices  y 
encubridores,  poniéndolos  sin  demora  a disposición  de  la  aiitoiidad 
judicial  inmediata. 

Solamente  en  casos  urgentes  podrán  los  agentes  de  la  auto- 
ridad bajo  su  más  estrecha  responsabilidad  capturar  a un  acusado, 
poniéndolo  inmediatamente  a disposición  de  la  autoridad  judicial. 

Artículo  34.— La  Constitución  reconoce  el  derecho  de  amparo. 

Una  ley  constitucional  anexa  desarrollará  esta  garantía. 
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Artículo  36. — Es  inviolable  en  juicio  la  defensa  de  la  persona 
y sus  derechos  y ninguno  podrá  ser  juzgado  por  tribunales  es- 
})eciales. 

Son  absolutamente  prohibidas  las  penas  infamantes,  los  tor- 
mentos, de  cualquiera  especie,  la  coiifíscación  de  bienes  y otras 
})enas  inusitadas. 

Todo  vejamen  y mal  tratamiento  en  la  aprehensión  o en  las 
])risiones  y lugares  de  detención,  toda  molestia  que  se  infiera  sin 
motivo  legal ; toda  gabela  o contribución  en  las  cárceles  serán  cas- 
tigadas por  las  leyes  y rej^rimidas  por  las  autoridades. 

Artículo  37. — La  correspondencia  de  toda  persona  y sus  pa- 
l)eles  y libros  i)rivados  son  inviolables.  Los  que  fueren  substraídos 
no  harán  fe  en  juicio.  Solo  podrán  ser  ocu23ados  en  virtud  de 
auto  de  juez  conq:)etente  con  las  formalidades  legales. 

Artículo  39. — En  los  casos  de  invasión  del  territorio  nacional 
o ])erturbación  grave  de  la  2)az  ^^ública  el  Presidente  de  la  Re- 
])ública  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado  y bajo  la  responsa- 
bilidad solidaria  de  todos,  j^odrá  susj^ender  hasta  por  un  mes  y 
])or  medio  de  un  decreto,  las  garantías  individuales  a que  se  refieren 
los  artículos  20,  25,  26,  29,  30,  31,  32,  34,  37  y 38,  expresando  cuáles 
se  sus])enden,  ])or  qué  motivo,  y sobre  qué  extensión  del  territorio 
de  la  Re2)iiblica  ; y en  ningún  caso,  se  interrumpirá  el  funciona- 
miento legal  de  los  Poderes  Legislativo  y Judicial. 

Si  el  tiemi)o  fijado  i)ara  la  susi^ensión  no  hubiere  sido  sufi- 
ciente i)ara  el  restablecimiento  de  la  normalidad,  tal  tiemi^o  podrá 
anqjliarse  de  mes  en  mes  con  las  mismas  formalidades  antes 
])rescritas. 

Si  la  Asamblea  Legislativa  estuviere  reunida,  el  decreto  de 
suspensión  será  sometido  desde  luego  a su  ai3robación. 

Artículo  50. — No  i^odrán  ser  Diputados:  Los  contratistas  de 
obras  y servicios  ¡públicos  de  cualquiera  clase,  que  se  costeen  con 
fondos  del  Estado  ni  sus  fiadores  o los  que  de  resultas  de  tales  con- 
tratas tengan  pendientes  reclamaciones  de  interés  pro]3Ío.  Los 
ministros  de  los  cultos. 

Tam]3oco  podrán  serlo,  los  funcionarios  y empleados  de  los 
otros  Poderes  con  excepción  del  Rector  de  la  Universidad,  indi- 
viduos de  las  Juntas  Directivas  y Catedráticos  de  las  Facidtades 
que  no  tengan  otro  empleo  y los  empleados  jubilados. 

Los  Diputados  no  jDodrán  aceptar  emjDleos  23iiblicos  salvo  los 
de  elección  poiDular  y los  de  instrucción  que  se  han  enumerado. 

Si  un  DijDutado  aceptare  algún  einjoleo  i^úblico  fuera  de  los 
exceptuados,  se  tendrá  por  renunciada  su  rei3resentación. 

Artículo  52. — CorresjDonde  al  Poder  Legislativo : 

Inciso  l.° — Abrir  y cerrar  las  sesiones  ordinarias  y extraor- 
dinarias. 
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Inc^o  2.  Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presidente  de 
la  Kejjiiblica  y i)roclamar  popularmente  electo  al  ciudadano  que 
hubiere  obtenido  mayoría  absoluta  de  votos. 

Inciso  3.  Elegir  Presidente  entre  los  dos  candidatos  que 
nayan  obtenido  mayor  mimero  de  sufragios,  en  los  casos  de  no 
haber  elección  popular  por  falta  de  mayoría  absoluta  de  votos. 

Inciso  4.  Nombrar  a los  designados  dentro  de  los  quince 
primeros  días  de  las  sesiones  ordinarias  de  cada  año,  fecha  desde 
la  cual  se  contarán  los  respectivos  períodos. 

Inciso  5.°  Recibirle  la  protesta  de  ley  al  Presidente  de  la 
Reiniblica  y darle  posesión. 

Inciso  6." — Admitir  o no  la  renuncia  que  haga  el  Presidente 
de  la  República. 

Inciso  7." — Conceder  o no  permiso  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  ausentarse  del  territorio  de  Centro-América. 

Inciso  8.° — En  cualquiera  de  los  casos  a que  se  refieren  los 
dos  incisos  anteriores,  llamar  por  su  orden  al  Designado  que  deba 
sustituir  al  Presidente  de  la  Reiiública. 

Inciso  9.° — Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presidente  de 
la  Corte  Suiirenia  de  Justicia  y proclamar  popularmente  electo 
al  ciudadano  que  hubiere  obtenido  mayoría  relativa  de  votos  y 
darle  posesión. 

Inciso  10." — Nombrar  magistrados  de  la  Corte  Suprema  de 
J usticia  y Vocales  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de  la  Corte  Marcial 
y los  respectivos  Suplentes  y darles  posesión. 

Inciso  11.” — Nombrar  un  Procurador  General  de  la  República 
y su  Suplente  que  será  el  Jefe  del  ministerio  público,  bajo  la 
dependencia  de  la  Corte  Suprema  de  J usticia,  gozará  de  las  mismas 
jirerrogativas  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Justicia  y sus 
atribuciones  las  establecerá  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial. 

Inciso  12." — Admitir  o no  la  renuncia  que  hagan  los  funcio- 
narios a que  se  refieren  los  tres  incisos  anteriores  y designar  las 
liersonas  que  deban  subrogarlos  ¡lara  completar  su  período  cons- 
titucional. 

Artículo  54. — Son  también  atribuciones  del  Poder  Legislativo : 

Inciso  1." — Decretar,  interpretar,  reformar  y derogar  las 
leyes  sin  contrariar  la  Constitución. 

Inciso  2." — Fijar  los  gastos  de  la  Administración  Pública 
])ara  el  Año  Fiscal  inmediato  y aprobar,  improbar  o modificar  el 
Presupuesto  que  deba  presentar  el  Ejecutivo. 

Este  Presupuesto  permanecerá  por  lo  menos  quince  días  en 
la  Secretaría  antes  de  su  discusión  jDara  que  los  Diputados  puedan 
imponerse  de  su  contenido. 

Inciso  3." — Decretar  las  contribuciones  e impuestos  ordina- 
rios que  se  necesiten  para  cubrir  el  presupuesto  de  gastos  de  la 
administración  y los  créditos  reconocidos. 
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Inciso  4.” — Aprobar  o desaprobar  anualmente  la  cuenta  docu- 
mentada (lue  debe  presentar  el  Ejecutivo  de  la  inversión  de  los 
fondos  i)úblicos  durante  el  año  anterior,  así  como  la  de  los  gastos 
imprevistos  que  hubieren  sido  necesarios. 

Inciso  5." — Establecer  impuestos  y contribuciones  sobre  toda 
clase  de  bienes  y rentas  con  la  debida  proporción,  si  fueren  di- 
rectas ; y en  caso  de  invasión  o guerra  legalmente  declarada,  decre- 
tar impuestos  o empréstitos  forzosos  con  la  misma  proporción,  en 
caso  de  que  no  l)asten  las  rentas  públicas  ordinarias  ni  se  pueda 
conseguir  empréstitos  voluntarios. 

Inciso  6.” — Alterar  la  demarcación  territorial,  abrir  y cerrar 
l)uertos  y aduanas. 

Inciso  7.” — Autorizar  al  Poder  Ejecutivo  para  celebrar  y ne- 
gociar empréstitos  en  el  interior  o en  el  extranjero  y para  garan- 
tizar el  pago  con  las  rentas  de  la  Nación;  pero  ninguno  de  estos 
convenios  podrán  entrar  en  vigor  sin  la  aprobación  de  la  Asam- 
blea, con  los  dos  tercios  de  votos  de  los  Diputados  presentes,  ni 
ser  aprobados  los  que  afecten  la  soberanía  o integridad  de  la  Na- 
ción o que  en  cualquier  forma  violen  la  Constitución  de  la 
República. 

Inciso  8.° — Examinar  las  reclamaciones  contra  el  Erario  Pú- 
blico por  créditos  no  presupuestos  y una  vez  reconocidos  señalar 
fondos  para  su  amortización. 

Inciso  9.° — Fijar  la  ley,  peso  y tipo  de  la  moneda  así  como  el 
sistema  de  pesas  y medidas. 

Inciso  10.“ — Aprobar  antes  de  su  ratiñcación  o reprobar  los 
tratados  y convenciones  que  el  Ejecutivo  celebrare  con  los  demás 
gobiernos;  pero  no  j^odrá  aprobar  ningún  j^acto  ni  arreglo  que 
directa  o indirectamente  afecte  la  integridad,  soberanía  o inde- 
pendencia de  la  República  o en  que  de  cualquier  modo  se  viole 
la  ]:>resente  Constitución  y demás  leyes  nacionales,  con  excepción 
de  lo  disi)uesto  en  el  inciso  siguiente : 

Inciso  11.“ — Aprobar  o modiñcar  los  tratados  y convenciones 
que  tengan  por  objeto  la  reconstrucción  de  Centro- América  y de- 
cretar las  elecciones  de  Diputados  a una  Asamblea  Constituyente 
Centro- Americana. 

Inciso  12.“ — Decretar  honores  y pensiones  por  grandes  ser- 
vicios prestados  a la  Nación ; pero  no  podrán  consistir  los  primeros 
en  títulos  o condecoraciones  ni  podrá  autorizar  *la  erección  de 
monumentos  en  honor  de  personas  que  no  hubieren  fallecido. 

Inciso  13. — Nombrar  comisiones  compuestas  de  dij^utados  o 
personas  extrañas  para  que  formen  los  proyectos  de  aquellas  leyes 
que  por  su  extensión  no  pueden  ser  formadas  por  el  Poder  Legis- 
lativo, fijando  un  término  para  que  se  le  dé  cuenta  de  esos  trabajos. 

Inciso  14.“ — Conceder  facultades  extraordinarias  al  Ejecutivo 
para  legislar  en  caso  de  conflictos  sociales,  en  inminentes  peligros 
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o calamidad  pública  o urgente  necesidad  económica,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Estado. 

Inciso  15.“ — Revisar  las  concesiones  otorgadas  por  el  Poder 
Ejecutivo  conforme  el  artículo  20  y aprobarlas  o reprobarlas. 

Inciso  16.“  Conferir  los  despachos  de  Coronel  y los  grados 
de  Brigadier  y General  de  División,  a propuesta  del  Ejecutivo, 
quien  aconq^anará  para  el  efecto  el  certificado  de  competencia  y 
la  hoja  de  servicios  resx)ectiva. 

Inciso  17.“  Declarar  la  guerra  y aj^robar  o inqDrobar  los 
tratados  de  imz. 

Inciso  18.“ — Decretar  amnistías  o indultos  generales  cuando 
lo  exigiere  la  conveniencia  pública. 

Inciso  19.“ — Fijar  anualmente  el  máximum  de  fuerza  armada 
en  tiempo  de  paz. 

Articuló  66. — El  i)eríodo  de  la  xn*esidencia  será  de  cuatro 
anos,  quedando  i)rohibida  la  reelección  jiara  el  jjeríodo  siguiente ; 
y la  elección  inmediata  de  los  i)arientes  del  Jefe  saliente  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  y segundo  de  afinidad. 

Artículo  69. — Habrá  tres  designados  electos  por  la  Asamblea 
l)ara  que  x)or  su  orden  y en  los  casos  que  la  Constitución  lo  ex^^resa, 
sustituyan  al  Presidente  de  la  República. 

Para  ser  electo  Designado  se  requieren  las  mismas  calidades 
que  para  ser  Presidente  de  la  República  y,  además  no  ser  xíariente 
de  éste  dentro  de  los  grados  que  indica  el  Artículo  66. 

Así  mismo  los  Designados  no  podrán  ser  parientes  entre  sí 
dentro  de  los  mismos  grados  de  ley. 

En  caso  de  falta  absoluta  del  Presidente  de  la  República,  el 
Poder  Ejecutivo  quedará  a cargo  del  Primer  Designado:  en  de- 
fecto de  éste,  del  Segundo  y en  defecto  de  éste  del  Tercero.  El 
Designado  en  tal  caso,  dentro  de  los  ocho  días  que  siguen  al  de  la 
falta  absoluta,  convocará  a elecciones  de  Presidente,  debiendo 
tener  éstas  lugar  antes  de  que  transcurran  tres  meses  contados 
desde  la  fecha  de  la  convocatoria,  entendiéndose  que  la  elección  no 
X3uede  recaer  en  el  Designado.  Verificada  la  elección  y hecha  en 
seguida  por  la  Asamblea  la  declaratoria  a que  se  contrae  el  inciso 
2.“  del  artículo  52,  el  ciudadano  electo  tomará  inmediatamente 
l^osesión  y su  período  se  conq^utará  desde  el  15  de  marzo  siguiente. 

Por  fuerzg,  mayor  x)roveniente  de  calamidad  i^ública  o grave 
trastorno  del  orden  pviblico,  el  término  de  tres  meses  señalado  en 
el  inciso  anterior  para  practicar  las  elecciones  de  Presidente  x)odrá 
X^rorrogarse  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado  x^or  el  tienqoo 
indisxjensable  mientras  duran  dichas  causas. 

En  caso  de  enfermedad  del  Presidente  de  la  República,  podrá 
depositar  el  mando,  por  medio  de  decreto,  en  el  Designado  que 
corresponde,  según  el  orden  establecido  en  el  inciso  antepróximo. 


— 22  — 


Si  la  enfermedad  impediere  al  Presidente  subscribir  el  decreto  en 
que  se  llama  al  Designado  se  emitirá  jjor  la  Asamblea  si  estuviere 
reunida  por  el  Presidente  de  la  Asamblea  de  acuerdo  con  la  Co- 
misión Permanente  y por  falta  o impedimento  de  éste  el  del  Poder 
Judicial,  de  acuerdo  con  la  misma  Comisión, 

Durante  la  ausencia  o falta  temporal  del  Presidente  de  la 
República  el  Designado  que  corresponde  ejercerá  el  cargo. 

En  caso  de  falta  de  los  tres  Designados  entrará  a ejercer  el 
Poder  Ejecutivo,  el  Presidente  de  la  Asamblea,  quien  tendrá  las 
obligaciones  y restricciones  de  los  Designados. 

Artículo  77. — Son  deberes  y atribuciones  del  Poder  Ejecutivo : 

Inciso  1.“ — Defender  la  independencia,  la  integridad  y el 
honor  de  la  Nación  y la  inviolabilidad  de  su  territorio. 

Inciso  2° — Cumplir  j hacer  que  se  cumpla  la  Constitución 
y las  demás  leyes. 

Inciso  3.” — Velar  por  la  conservación  del  orden  público. 

Inciso  4.° — Dar  a los  otros  Poderes  los  auxilios  y fuerza  que 
necesiten  para  hacer  efectivas  sus  providencias  y mantenerlos  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Inciso  5.” — Poner  en  conocimiento  del  Poder  Judicial  por 
medio  del  Procurador  de  la  Repúblicá,  los  defectos  o irregulari- 
dades que  notare  en  la  administración  de  justicia,  para  que  dis- 
ponga lo  conveniente,  dando  cuenta  de  estas  gestiones  a la 
Asamblea. 

Inciso  6.° — Dirigir  la  Instrucción  Pública,  crear  estableci- 
mientos de  enseñanza,  reglamentar  los  sostenidos  con  fondos  na- 
cionales y combatir  el  analfabetismo  por  todos  los  medios  a su 
alcance. 

Tiene  también  la  suprema  inspección  sobre  todas  las  escuelas 
y establecimientos  de  enseñanza;  aun  cuando  no  sean  sostenidos 
con  fondos  de  la  nación.  Dicha  inspección  se  circunscribe  al,  man- 
tenimiento del  orden,  de  la  moral  y de  la  higiene. 

Inciso  7.° — Cuidar  de  la  recaudación  y administración  de  las 
rentas  nacionales  y de  su  inversión  con  arreglo  a las  leyes. 

Inciso  8.“ — Presentar  por  medio  de  sus  secretarios  de  Estado 
a la  Asamblea,  dentro  de  los  quince  días  subsiguientes  a la  apertura 
de  las  sesiones  ordinarias,  relación  detallada  y cuenta  documentada 
de  la  administración  jDÚbíica  del  último  año  transcurrido,  así  como 
el  ¡presupuesto  de  ingresos  y egresos  para  el  año  Venidero. 

Si  dentro  del  término  dicho,  alguno  de  los  Secretarios  de 
Estaclo  no  cumpliere,  sin  justa  causa,  con  lo  prevenido  en  el  inciso 
anterior,  quedará  por  ese  hecho,  separado  de  sus  funciones ; lo  que 
la  Asamblea  notificará  al  Ejecutivo  para  que  en  los  quince  días 
subsiguientes  presente,  por  medio  del  nuevo  Ministro  que  nombre, 
la  memoria  y ¡presupuesto  referidos.  Si  aún  así  no  ciunple,  se 
deducirá  la  responsabilidad  consiguiente. 


Inciso  9.”  Nombrar  a los  Secretarios  de  Estado,  admitirles 
su  renuncia  y separarlos  de  sus  puestos,  sin  perjuicio  de  lo  esta- 
blecido en  el  inciso  anterior. 

Inciso  10.°  Nombrar  a los  funcionarios  del  orden  adminis- 
trativo y militar;  trasladarlos  de  un  puesto  a otro  y removerlos 
cuando  así  convenga,  al  buen  servicio  priblico. 

Inciso  11.° — Publicar  mensnalmente  en  el  Diario  oficial,  el 
estado  de  los  ingresos  y egresos  de  las  rentas  nacionales. 

Inciso  12.° — Conferir  los  grados  militares  hasta  el  de  Te- 
niente Coronel  inclusive,  por  rigurosa  escala  de  ascensos  y previa 
constancia  de  la  competencia  del  nombrado. 

Inciso  13.° — Organizar,  dirigir  y distribuir  la  fuerza  armada 
según  sea  conveniente. 

Inciso  14." — Levantar  la  fuerza  armada  cpie  sea  necesaria  para 
contener  una  invasi(3n  extranjera,  o impedir  o sofocar  una  insn- 
rreción  interior. 

Inciso  15.° — Nombrar  ministros  plenipotenciarios,  residentes, 
encargados  de  negocios  y cónsules  para  el  servicio  de  la  Repú- 
l)lica  en  el  extranjero. 

La  representación  diplomática  solo  será  confiada  a ciudada- 
nos guatemaltecos  naturales  o a los  naturalizados  que  tengan 
por  lo  menos  cinco  años  de  residencia  en  el  país. 

Inciso  16.° — Recibir  a los  ministros  y demás  enviados  de 
otras  naciones  y dar  el  exequátur  a las  patentes  de  los  cónsules. 

Inciso  17.° — Exi)edir  pasai)ortes  a los  ministros  extranjeros 
y demás  enviados  de  las  otras  naciones  y retirar  el  exequátur  a 
las  patentes  de  los  cónsules  en  los  casos  prescritos  por  el  Dere- 
cho Internacional. 

Inciso  18.° — Expedir  las  ordenanzas  y reglamentos  que  sean 
necesarios  para  facilitar  y asegurar  la  ejecución  de  las  leyes  en 
todos  los  ramos  sujetos  al  Ejecutivo. 

Inciso  19.° — Someter  a la  Asamblea  para  su  aprobación  los 
tratados,  convenios  y contratos  que  hubiere  celebrado. 

Inciso  20.° — Suspender  las  garantías  en  la  forma  que  lo  esta- 
blece el  artículo  39  de  la  Constitución. 

Inciso  21°. — Convocar  a la  Asamblea  a sesiones  extraordina- 
rias cuando  hubiere  asuntos  urgentes,  importantes  o graves,  j 
sancionar  y promulgar  las  leyes. 

Artículo  75. — El  Poder  Ejecutivo  tendrá  nn  Consejo  de  Esta- 
do compuesto  de  los  Secretarios  del  Despacho  y de  diez  Conse- 
jeros, siendo  nombrados  cinco  por  la  Asamblea,  cuatro  por  el 
Ejecutivo,  y el  Presidente  del  Poder  Judicial,  quien  lo  presidirá. 

Artículo  80. — Habrá  además  cinco  Consejeros  Suplentes, 
tres  nombrados  por  la  Asamblea  y dos  por  el  Ejecutivo. 

Por  falta  absoluta  del  Presidente  o por  otro  motivo  legal, 
el  Designado  en  ejercicio  de  la  Presidencia  podrá,  si  lo  estimare 


— 24  — 


coiiV0in0iit0,  cambiar  los  Coiis0j0ros  (I0  Estado  do  nombramiento 
dol  Ejocntivo,  durando  011  0I  ej0rcicio  de  sus  cargos  los  nuevamente 
noml)rados  hasta  la  toma  de  posesión  del  Presidente,  quien  des- 
pués de  este  acto,  renovará  el  Consejo  de  Estado, 

Artículo  83. — Son  atribuciones  del  Consejo: 

1. ° — Formar  su  reglamento  interior. 

2. ° — Dar  su  opinión  en  los  casos  señalados  por  la  ley  y en 
todos  los  demás  que  el  Ejecutivo  le  consulte. 

Será  consultado: . . (Quedó  pmidiente.) 

En  los  casos  de  los  artículos  20,  39,  inciso  14  del  54  y 98  de 
esta  Constitución  y antes  de  decidir  el  Ejecutivo  en  cualquier 
asunto  grave  de  interés  nacional. 

3. “ — Desempeñar  las  funciones  de  primera  instancia  de  lo  con- 
tencioso administrativo  conforme  a las  reglas  que  establece  la 
Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial. 

Poder  Judicial. 

Artículo  93. — La  Ley  Orgánica  y Reglamentaria  del  Poder 
Judicial  regirá  como  ley  constitutiva  de  la  República  y en  todo  lo 
que  no  se  oponga  a la  Constitución. 

De  las  Municipalidades. 

Artículo  96. — La  Ley  organiza  las  Mmiicipalidades  sobre 
las  bases  siguientes: 

a)  Cada  Municipio  es  parte  integrante  de  la  Nación  sujeto 
a la  constitución  y demás  leyes  de  la  República  y a las  autoridades 
superiores. 

b)  Las  Municipalidades  se  nombrarán  por  elección  popular 
directa,  serán  presididas  siempre  por  el  Alcalde  1.”  o por  quien  le- 
galmente haga  sus  veces ; siendo  electores  y elegibles  todos  los  ve- 
cinos mayores  de  veintiún  años  de  edad,  los  mayores  de  diez  y ocho 
años  que  tengan  título  literario  o que  sean  casados  y los  habilitados 
de  edad;  en  todo  caso  se  requiere,  además,  la  condición  de  tener 
un  año  por  lo  menos  de  residencia  en  el  lugar. 

c)  Las  Municipalidades  podrán:  1°  nombrar  y remover  a sus 
empleados;  2°  administrar  sus  bienes  propios;  3.°  dictar  en  lo 
económico  y administrativo  providencias  para  mañtener  el  orden 
y la  salubridad,  promover  el  adelanto  y la  cultura  del  Municipio 
y perseguir  los  vicios;  y 4.“  hacer  y reformar  sus  ordenanzas  su- 
jetándolas a la  aprobación  del  Ejecutivo. 

Para  el  ejercicio  de  estos  derechos  las  Municipalidades  se 
consideran  como  entidades  jurídicas  con  la  capacidad  suficiente. 

d)  Es  prohibido  a las  Municipalidades:  l.“  contrariar  las  le- 
yes de  la  República;  2.°  establecer  arbitrios  sin  la  aprobación 
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previa  del  Ejecutivo;  3.”  enajenar,  gravar  o comprometer  sus  bie- 
nes y rentas  ni  celebrar  contratos,  salvo  los  de  pura  y normal  admi- 
nistración ; 4 , hacer  erogaciones  extraordinarias  no  autorizadas  en 
su  presupuesto  anual,  sino  con  las  formalidades  que  la  ley  determi- 
ne; y 5.“  impedir  el  libre  tráfico  y comunicación  entre  unos  pue- 
blos y otros. 

e)  Fuera  de  las  funciones  propias  que  les  corresponden  con- 
forme al  inciso  anterior,  deberán  las  Mimicipalidades : l.°  cumplir 
y hacer  cumplir  en  su  jurisdicción  las  leyes  y órdenes  que  ema- 
nen de  las  autoridades  superiores,  siempre  que  revistan  las  for- 
malidades del  caso;  2.°  dar  cumplimiento  a todas  las  disposiciones 
del  Poder  Ejecutivo  en  materia  de  su  competencia;  3.“  cuidar  de 
que  lio  se  defrauden  las  rentas  nacionales;  4.”  dar  a las  autori- 
dades superiores  respectivas,  informes  periódicos  de  sus  actos  y 
todos  los  demás  que  aquellas  les  pidieren.  En  lo  militar,  fiscal  y 
judicial,  regirán  en  los  Municipios  las  leyes  correspondientes  y 
las  Corporaciones  Municipales  deberán  mantener  la  mejor  armo- 
nía con  los  demás  funcionarios  y empleados  de  la  Nación  que 
desempeñan  cargos  en  su  distrito. 

Artículo  97. — Los  miembros  de  cada  Municipalidad  serán  in- 
dividual y colectivamente  responsables  por  los  abusos  que  come- 
tan en  el  desempeño  de  sus  funciones.  Una  ley  especial  desarro- 
llará y reglamentará  estas  bases,  las  que  podrán  alterarse  al  ha- 
cerse la  Unión  de  Centro-Ainérica,  si  para  esto  fuere  necesario. 

Ai’tículo  98. — La  Ley  ampliará  las  facultades  concedidas  a 
las  Municipalidades  tomando  por  base,  la  cultura  y el  civismo  de 
sus  habitantes  y las  condiciones  económicas  de  cada  Municipio. 

De  las  Reformas  a la  Constitución. 

Artículo  99. — Para  reformar  total  o parcialmente  la  Cons- 
titución se  necesita  que  lo  acuerden  por  lo  menos,  las  tres  cuar- 
tas partes  del  total  de  los  Diputados  que  compongan  la  Legisla- 
tura; pero  sise  decretare  la  reforma  de  los  artículos  66  y 69  de 
esta  Constitución,  la  persona  que  ejerza  el  cargo  de  Presidente 
de  la  República  no  podrá  ser  reelecta  para  éste  sin  que  interme- 
die, 23or  lo  menos,  un  período  constitucional. 

Artículo  100. — Decretada  la  reforma,  la  Asamblea  Legislati- 
va convocará  una  Constituyente  que  debe  estar  instalada  dentro 
de  los  tres  meses  siguientes  a la  fecha  de  la  convocatoria. 
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Artículo  102. — La  convocatoria  para  instalación  de  la  Cons- 
tituyente, en  nada  alterará  el  funcionamiento  de  los  demás  Pode- 
res del  Estado. 

La  Asamblea  C^onstituyente  se  reunirá  durante  el  receso  de 
la  Legislativa;  sin  que  esto  sea  obstáculo  para  que  la  misma  Le- 
gislativa se  ])ueda  reunir  extraordinariamente  en  los  casos  de- 
terminados pt)r  la  Constitución. 

Transitorios: 

La  Asamblea  Constituyente  convocará  a elecciones  de  Dipu- 
tados para  la  Legislativa,  que  deberá  reunirse  el  primero  de 
marzo  de  este  año. 

Decreta  la  reforma  y lieclia  su  promulgación,  la  Asam- 
blea se  disolverá. 

Las  presentes  reformas  comenzarán  a regir  el  15  de  marzo 
de  este  año. 


Asamblea  Constituyente: 

En  cumplimiento  de  lo  disi^uesto  en  el  artículo  38  del  Re- 
glamento Interior  de  la  Asamblea,  todos  los  miembros  de  la  Co- 
misión encargada  de  redactar  el  Proyecto  de  Reforma  a la  Ley 
fundamental  de  la  República  firmamos  el  dictámen  respectivo, 
jjero  no  estando  de  acuerdo  los  suscritos  con  algunas  de  las  reso- 
luciones que  se  aceptaron  por  mayoría,  venimos,  en  la  forma  que 
determina  el  artículo  citado  del  Reglamento,  a consignar  nuestra 
opinión  particular. 

Artículo  8.° — Se  propone  la  reforma  en  el  sentido  de  con- 
ceder la  ciudadanía  únicamente  a los  que  j)uedan  hacer  buen  uso 
de  ese  derecho  político,  y por  eso  se  exigen  condiciones  de  capa- 
cidad física  e intelectual  suficientes  para  dar  al  individuo  concien- 
cia de  sus  actos,  ¡jero  se  niega,  en  igualdad  de  circimstancias, 
la  ciudadanía  a la  mujer  guatem'alteca,  que  la  merece  mucho  más, 
en  nuestro  concepto,  que  la  mayoría  de  los  hombres  a quienes  en 
la  actualidad  se  les  otorga.  Cuando  se  discuta  especialmente  este 
artículo  tendremos  oportunidad  de  exponer  las  demás  razones  que 
nos  obligaron  a separarnos  de  la  opinión  de  nuestros  ilustres  com- 
l^añeros. 

Consejo  de  Estado. — Esta  institución  pensamos  que  debió  su- 
l)rimirse  i^or  ser  contraria  al  derecho  público  moderno,  completa- 
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mente  inútil  y a veces  liasta  perjudicial  para  la  niarclia  armónica 
de  los  poderes  del  Estado,  pero 'no  siendo  reformables  todos  los 
artículos  de  la  Constitución  que  a ella  se  refieren  opinamos  que 
debe  quedar  únicamente  como  un  Cuer])o  Consultivo  y nunca  con 
atribuciones  resolutivas,  como  lo  propone  la  mayoría  de  la  Comi- 
sión, con  la  cual  no  estamos  de  acuerdo. 

Guatemala,  10  de  Enero  de  1921. 

J.  Federico  Anas,  J.  de  D.  (> astillo. — Nos  adherimos  en  la 
parte  que  se  refiere  a la  ciudadanía  de  la  mujer. — Pastor  Guerrero, 
G.  Cardoza. — Me  adhiero  en  la  parte  que  se  refiere  al  Consejo  de 
Estado. — Jorge  Morales  U. 

Asamblea  Nacional  Constituyente. 

Es  la  mujer,  en  mi  concepto,  capaz  para  resolver  los  proble- 
mas políticos  y tiene  intereses,  como  miembro  de  la  colectividad 
social,  que  está  en  el  perfecto  derecho  de  defender,  pudiendo  por 
tanto  designar  las  personas  que  se  encarguen  de  los  asuntos  pú- 
blicos. 

No  veo  inconveniente  alguno  en  que,  a la  par  del  hombre, 
pueda  ser  considerada  como  ciudadano  de  la  República,  siempre 
que  reúna  las  calidades  que  la  ley  exige. 

De  la  ciudadanía  emanan  dos  derechos:  el  derecho  electoral 
y el  de  opción  a los  cargos  públicos;  y si  bien  es  cierto  que  la 
mujer,  por  su  naturaleza,  y por  los  altos  fines  que  a su  misión  es- 
tán encomendados,  no  es  conveniente  que  desatendiendo  o prescin- 
diendo de  éstos  se  dedique  al  desempeño  de  aquéllos,  para  los 
cuales  no  hay  preparación  suficiente  en  nuestra  sociedad;  car- 
gos que  demandan  para  su  buen  desempeño  ima  atención  y un 
esfuerzo  constante,  incompatibles  con  la  condición  propia  de  ella, 
no  encuentro  esos  mismos  inconvenientes  tratándose  del  derecho 
del  sufragio,  que  se  ejerce  en  determinadas  épocas  y en  un  corto 
espacio  de  tiempo. 

Por  tales  motivos  no  estoy  de  acuerdo  con  la  mayoría  de  la 
Comisión,  que  niega  en  absoluto  la  ciudadanía  a la  mujer,  ni  tam- 
poco con  la  minoría  que  se  la  concede  en  absoluto. 
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Pienso  ([ue  se  debe  otorgar  la  ciudadanía  a la  mujer  y limi- 
társele })ara  el  desempeño  de  ciertos  cargos  públicos;  pero  que  se 
le  conceda  el  derecho  electoral. 

Esta  es  mi  oi)inión  particular  que,  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
})uesto  en  el  Keglamento,  someto  a la  consideración  de  la  Asamblea. 

A.  N.  C. 

Guatemala,  11  de  Enero  de  1921. 


(f)  Jorge  Morales  U. 

Me  adhiero  a la  i)recedente  opinión. 

(f)  José  Barillas  F. 


Guatemala,  Enero  de  1921. 

Honorahle  Asamblea  Constituyente : 

Como  ya  he  tenido  el  honor  de  manifestar  en  los  debates 
respectivos,  no  estoy  de  acuerdo  con  las  restricciones  que  la  Co- 
misión establece  en  la  reforma  del  artículo  8.”  de  la  Constitución 
de  la  República,  relativo  a las  calidades  que  se  necesitan  p)ara  ob- 
tener y ejercitar  la  ciudadanía.  El  citado  artículo,  tal  como  se 
propone  en  el  proyecto,  otorga  casi  exclusivamente,  la  función 
del  sufragio  y el  derecho  a optar  a cargos  públicos  a los  indivi- 
duos que  saben  leer  y escribir,  ]3ues,  aunque  lo  extiende  a otros 
grupos  como  a los  que  poseen  bienes  inmuebles  o im  capital  por 
los  cuales  paguen  contribución  Fiscal  o renta  periódica,  estos  son 
realmente  en  número  tan  reducido  que  no  pueden  tomarse  en  con- 
sideración si  se  compara  con  la  gran  mayoría  que  queda  excluida. 

Soy  el  primero  en  reconocer,  porque  me  consta,  la  buena  fe, 
la  rectitud  y el  espíritu  altamente  patriótico  que  ha  presidido  en 
la  Comisión  para  todas  sus  deliberaciones.  Sé  que  el  motivo  fmi- 
damental  invocado  j^ara  consignar  aquellas  restricciones  es  el  de 
evitar  posibles  tiranías  futuras,  por  considerarse  que  las  masas 
analfabetas  no  están  en  posibilidad  de  hacer  un  uso  adecuado 
de  sus  derechos  políticos;  pero  aunque  este  es  un  loable  propósi- 
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to,  creo  firmemente  que  por  el  estado  especial  del  país,  la  ley  que  en 
tal  sentido  se  sancionara,  vendría  a ser  injusta,  anti-democrática 
y auti-Constitiicional. 

La  estadística  nos  demuestra  que  hay  en  la  República  un 
noventa  y tres  por  ciento  de  analfabetas,  lo  que  quiere  decir,  aun- 
que sea  doloroso  confesarlo,  que  Guatemala  es  uno  de  los  países 
más  atrasados  del  mundo.  Las  causas  que  lian  originado  este  des- 
consolador porcentage  son  bien  conocidas:  la  culpa  recae  sobre 
los  Gobiernos  personalistas  que  han  regido  los  destinos  de  la  Pa- 
tria, imes,  fuera  del  jiresidido  por  el  General  Justo  Rufino  Ba- 
rrios ([ue  es  innegable  que  sentó  las  bases  de  la  instrucción  del 
Pueblo,  los  demás,  por  regla  general,  hicieron  de  esa  instrucción 
una  farsa  odiosa  y una  burla  sangrienta. 

Si  esto  es  así,  Guatemala  es  un  país  analfabeta  por  excelen- 
cia, resulta  un  contrasentido  que  se  niegue  la  ciudadanía  a la  ma- 
yoría de  sus  habitantes,  ya  que,  en  tal  caso,  los  graves  proble- 
mas de  su  vida  jniblica  y sus  más  caros  intereses  serían  resueltos 
])or  un  reducido  número  que  vendría  a irrogarse  el  ejercicio  de 
la  soberanía  contraviniéndose  así  al  principio  fundamental  consig- 
nado en  la  ley  Constitutiva  que  estatuye  que  tal  soberanía  reside 
en  la  Nación. 

Es  discutible,  jjor  otra  parte,  que  sea  el  elemento  analfabe- 
ta el  que  de  manera  exclusiva  contribuya  a cimentar  las  tiranías. 
La  exi^eriencia  nos  demuestra,  por  el  contrario,  que  ha  sido  la 
masa  consciente  la  que  ha  explotado  la  buena  fé  de  aquel  elemento 
y la  que  en  diversas  ocasiones,  con  discursos,  con  meetings  y con- 
venciones ha  consagrado  el  caudillaje  y consolidado  al  despotismo. 

¿ Se  niega  a la  mayoría  del  pueblo  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  ? Entonces,  para  ser  consecuentes  con  el  principio,  quí- 
tense a esa  mayoría  las  cargas,  los  impuestos  y los  servicios  que 
sobre  ella  pesan.  No  pudiendo  ser  los  analfabetas  miembros  ac- 
tivos de  la  comunidad  política,  justo  es  que  queden  exentos  de 
toda  obligacióif  para  con  el  Estado  que  les  desconoce  derechos 
que  les  son  ¡propios. 

Algo  más  podría  agregarse  respecto  a la  injusticia  e improce- 
dencia del  proyecto  de  ley  de  que  se  trata,  como  que,  en  vez  de  ex- 
cluir de  las  funciones  públicas  a los  que  tienen  la  desgracia  de  no 
saber  leer  ni  escribir,  sería  más  propio  hacer  que  el  Gobierno  de 
hoy  y los  del  futuro  cumplan  con  el  deber  de  difundir  de  manera 
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real y efectiva  la  instrucción  por  todos  los  ámbitos  de  la  Eepúbli- 
ca,  ya  que  no  son  los  analfabetas  sino  los  Gobiernos,  como  be  di- 
cho, los  culpables  de  su  ignorancia;  pero,  para  no  ser  tan  exten- 
so, voy  a referirme  finalmente,  a las  graves  y perjudiciales  conse- 
cuencias que  esa  ley  traería  para  las  más  importantes  Secciones 
de  la  República. 

Bien  sabido  es  que  el  analfabetismo  no  está  igualmente  distri- 
buido en  el  país:  pesa  con  una  mayoría  abrimiadora  en  las  Sec- 
ciones en  que  prevalece  el  elemento  indígena  y en  estas  condicio- 
nes se  encuentran  las  Secciones  de  Occidente  y del  Norte ; es  menor 
en  las  de  Oriente  y Sur,  pero  éstas,  ¡Dor  otras  causas,  también  con- 
tienen mi  porcentage  enorme  de  habitantes  que  no  leen  ni  escri- 
ben. Si,  pues,  se  restringe  la  ciudadanía  dándola  sólo  a los  alfa- 
betas,  es  indudable,  es  indiscutible  que  esas  Secciones  quedarían 
en  un  grado  de  inferioridad  manifiesta  porque  no  podrían  apor- 
tar sino  el  menor  número  de  habitantes  aptos  para  el  ejercicio 
del  sufragio.  Las  elecciones  presidenciales,  pues,  las  de  los  otros 
funcionarios  que  conforme  a la  Constitución  deben  ser  designados 
por  el  voto  popular  directo,  el  Gobierno  mismo  de  la  Nación,  se- 
rían resueltos  únicamente  y en  todo  caso  por  la  Sección  Central 
de  la  República. 

Huelgan  los  comentarios  para  establecer  y probar  que  la 
ley  que  tal  injustificada  inferioridad  sancionara,  sería  una  ley 
inconcebible  y odiosa.  Y no  sería  yo  seguramente  el  que,  en  mi 
calidad  de  Representante  de  una  de  aquellas  Secciones,  fuera  a 
confirmar  con  mi  voto  ese  estigma  de  inferioridad. 

Protesto  a la  Honorable  Asamblea  Constituyente  mi  profun- 
do res23eto. 

Alberto  de  León. 


Asamblea  Constituyente: 

Como  miembro  de  la  Comisión  que  ha  formiúado  el  dictamen 
sobre  reforma  de  la  Constitución,  quiero  hacer  constar  que  desde 
el  princÍ23Ío  de  las  discusiones  que  a este  dictamen  precedieron 
no  he  estado  de  acuerdo  con  la  resolución  que  se  tomó  acerca  del 
artículo  8.“ 
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Mi  parecer  es  que  no  es  conveniente  suprimir  de  un  solo  gol- 
pe los  deieclios  que  esa  misma  Constitución  le  había  concedido  a 
los  analfabetas,  reservándome  jDara  dar  en  su  oportimidad  las 
razones  por  qué  no  estoy  de  acuerdo  con  lo  dictaminado  en  ese 
sentido. 

Guatemala,  11  de  Enero  de  1921. 

José  A.  Quiñones. 
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